

  	

  	[image: cover]

  




	 


 	La gestión del testimonio 
y la administración de las víctimas: 


	el escenario transicional en Colombia 
durante la Ley de Justicia y Paz




	 


 	BIBLIOTECA UNIVERSITARIA


	Ciencias Sociales y Humanidades


	 


	Temas para el diálogo y el debate




  	

  	[image: Title]

  






  

    Aranguren Romero, Juan Pablo


    	La gestión del testimonio y la administración de las víctimas: el escenario transicional en Colombia durante la Ley de Justicia y Paz / Juan Pablo Aranguren Romero. – Bogotá: Siglo del Hombre Editores y CLACSO, 2012.


     


    	128 p.; 21 cm.


    	Incluye bibliografía. 


     


    	1. Ley de justicia y paz - Colombia 2. Solución de conflictos - Colombia 2. Justicia restaurativa - Colombia 3. Justicia transicional - Colombia I. Tít. 


     


    304.80986 cd 21 ed.


    A1323324


     


    CEP-Banco de la República-Biblioteca Luis Ángel Arango


  


   


  La responsabilidad por las opiniones expresadas en los libros, artículos, estudios y otras colaboraciones incumbe exclusivamente a los autores firmantes, y su publicación no necesariamente refleja los puntos de vista de la Secretaría Ejecutiva de CLACSO. 


   


  © Juan Pablo Aranguren Romero


   


  Primera edición, 2012


   


  © CLACSO


  Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales-
Conselho Latino-Americano de Ciências Sociais


  Av. Callao 875, piso 5.º C1023AAB Ciudad de Buenos Aires, Argentina


  Tel.: (54-11) 4811-6588 Fax: (54-11) 4812-8459


  www.clacso.org; clacso@clacso.edu.ar


   


  © Siglo del Hombre Editores


  Cra 31A n.º 25B-50 Bogotá D.C., Colombia


  PBX: (57-1) 337-7700 Fax: (57-1) 337-7665


  www.siglodelhombre.com


   


  Fotografía de carátula


  Natalia Santos Amado, Huella, 2011


   


  Carátula


  Alejandro Ospina


   


  Armada electrónica


  Ángel David Reyes Durán


   


  e-ISBN: 978-958-665-293-3


   


  Todos los derechos reservados. Esta publicación no puede ser reproducida ni en su todo ni en sus partes, ni registrada en o transmitida por un sistema de recuperación de información, en ninguna forma ni por ningún medio, sea mecánico, fotoquímico, electrónico, magnético, electroóptico, por fotocopia o cualquier otro, sin el permiso previo por escrito de la editorial.




	ÍNDICE


	 


	INTRODUCCIÓN


	

		

				

				

				 

		


	


	

		

				1.

				

				JUSTICIA Y PAZ EN TIEMPOS DE IMPUNIDAD Y GUERRA


		


		

				

				

				 

		


		

				

				

				Reinserción sin desmovilización: de las AUC a las Bacrim


		


		

				

				

				La victimización en las narrativas del posconflicto


		


		

				

				

				 

		


		

				2.

				

				LA VOZ, EL TESTIMONIO, LA VERDAD Y LA MEMORIA


		


		

				

				

				 

		


		

				

				

				La memoria de las víctimas: entre el silencio y silenciamiento


		


		

				

				

				Memoria de los victimarios y verdad judicial


		


		

				

				

				Los límites de la enunciación


		


		

				

				

				Memoria histórica sin verdad judicial


		


		

				

				

				Emblematicidad del testimonio y memoria pública


		


		

				

				

				De un dolor a un saber: Los límites de la representación


		


		

				

				

				 

		


		

				3.

				

				PRESERVACIÓN DE LA EXCLUSIÓN


		


		

				

				

				 

		


		

				

				

				Conclusiones


		


		

				

				

				 

		


	


	

		

				APÉNDICE. UNA INVESTIGACIÓN INTERPELADA

				

				

		


		

				

				

				 

		


		

				BIBLIOGRAFÍA

				

				

		


	


	

		

				  

				

				 

		


		

				

				

				Revistas y publicaciones seriadas


		


		

				

				

				Leyes y decretos


		


		

				

				

				Entrevistas


		


	
		



	INTRODUCCIÓN


	 


	Una lectura de los contextos en los que se han generado las dinámicas de violencia en Colombia, como de las dinámicas socio-históricas y culturales e identitarias de las víctimas y de sus familiares, es fundamental para el desarrollo de una política pública de reparación. Este aspecto supone el reconocimiento tanto de las condiciones diferenciales (étnicas, sociales, políticas y de género) de los impactos de la violencia, como de las estrategias de afrontamiento individuales y colectivas. Implica empezar a develar el entramado de violencias que subyacen al proceso de constitución del Estado-nación en Colombia. Un reconocimiento de este nivel permitiría reenfocar la mirada en las condiciones de posibilidad de la reparación integral de las víctimas, pues abriría el camino para entrever una larga historia de silenciamientos y despojos que se han ido sumando uno tras otro en la constitución misma de la sociedad colombiana —y que impiden, por ejemplo, escuchar las voces de los históricamente marginados—, o que terminan por usar los procesos de rememoración que no encajan en el orden actual.Como se sabe, el marco político y jurídico creado en Colombia para reparar a las víctimas, a partir de la Ley 975 de 2005, se sostuvo desde sus inicios en una lectura y un análisis del contexto que limitaba la coherencia de la política y no consideraba la diversidad y pluralidad de las víctimas ni la multiplicidad de violencias que forman ese entramado de graves violaciones a los DD. HH. (CIDH, 2006). Si bien, como resultado de la implementación de la ley, varios mecanismos de participación de las víctimas se pusieron en marcha, y si bien se abrieron a discusión pública varios temas que se habían tratado de forma marginal, tales como los crímenes de los paramilitares o la reparación de las víctimas, el balance que deja la aplicación de la ley entre 2005 y 2010 es que dicha normatividad se convirtió en un conjunto de formalidades en las que el camino efectivo de participación de las víctimas estaba deliberadamente restringido. A la par, las víctimas de crímenes de Estado han visto cómo las formas de administración de la violencia perduran, pese a los procesos de reinserción de los grupos paramilitares, y cómo desde distintos sectores políticos se insiste en desconocer la responsabilidad del Estado en la generación y el sostenimiento de prácticas de violencia.


	Esta investigación analiza el lugar que ocupan las víctimas de crímenes de Estado en Colombia en los escenarios transicionales creados a partir de la implementación de la Ley 975 de 2005, conocida como Ley de Justicia y Paz. Tomando como referencia los escenarios que han surgido a partir de dicha ley, se consideran algunos de los marcos de participación determinados para las víctimas en los escenarios judiciales, algunas de las prácticas que se generan como resultado de la reinserción paramilitar y algunos de los lugares que ocupan las memorias de las víctimas en las políticas de memoria histórica durante el periodo comprendido entre los años 2005 y 2010.


	En el primer capítulo se exponen algunos de los antecedentes de la Ley 975 de 2005, denominada Ley de Justicia y Paz, se analiza el impacto de dicha norma y las implicaciones de su definición como marco jurídico “transicional”. Posteriormente se estudia la manera como el proceso de paz con los grupos paramilitares, si bien propició que miles de combatientes depusieran las armas, mantuvo vigentes sus estructuras y sus áreas de influencia, y se discuten los efectos de esta permanencia.


	En el segundo capítulo se realiza un análisis del contexto de producción de la iniciativa de memoria histórica construida bajo la Ley 975 de 2005. Mediante la revisión de las tensiones que supuso la constitución del Grupo de Memoria Histórica (GMH), se analizan tanto las percepciones de los comisionados e investigadores de este grupo sobre los alcances de su trabajo, como los puntos de crítica y debate que surgieron entre las organizaciones de víctimas sobre la presencia de dichos investigadores en una política estatal de memoria con la que muchas víctimas no se sienten reconocidas. Para ello este capítulo revisa algunos de los informes producidos por el GMH y analiza las entrevistas a algunos de sus investigadores y a personas vinculadas con el trabajo del Movimiento Nacional de Víctimas de Crímenes de Estado.


	En el tercer capítulo se recorre el proceso de trámite de la fallida Ley de Víctimas, que hizo su curso en el Congreso de la República.1 Se discuten las implicaciones del concepto de reparación asociado a la idea de solidaridad, propuesto por el Estado, y la demanda de las víctimas de que dicha reparación se sustente en la obligación del Estado como responsable (por acción u omisión) de los crímenes cometidos. El análisis aquí toma como referencia los discursos sobre los que se sustentan las diferentes posturas en torno a la reparación, los conceptos que se construyen sobre la responsabilidad del Estado, así como la noción de víctima que subyace a este proceso.


	La investigación contempló la revisión documental en prensa y archivos, la realización de entrevistas y el registro de observación en eventos o espacios de discusión. En ese sentido, la investigación contempló la revisión y el análisis de documentos oficiales producidos en el marco de la Ley 975 por la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, incluidos sus mandatos institucionales y sus formulaciones jurídicas, y se prestó particular interés a los documentos producidos por el Grupo de Memoria Histórica. También se consultaron los informes producidos por el GMH y se hicieron registros etnográficos de los eventos convocados para el lanzamiento de los mismos. A partir de los documentos oficiales, de la revisión de los informes y del registro de los eventos se hizo una lectura de las narrativas construidas en torno al pasado, a las víctimas, a la reparación, a la guerra, a la memoria, al lugar político de la Academia y a la emblematización del testimonio. Por otro lado, se revisaron y analizaron los debates producidos en el Congreso a propósito de la fallida Ley de Víctimas discutida al final del segundo período presidencial de Álvaro Uribe. Para tal fin se indagaron fuentes primarias y secundarias y documentos de prensa, y se construyó una matriz de análisis encaminada a trazar una línea de tiempo del trámite legislativo. Finalmente se realizaron entrevistas a tres de los investigadores principales del Grupo de Memoria Histórica y a integrantes del Movimiento Nacional de Víctimas de Crímenes de Estado, se sistematizó esta información y se contrastó con el análisis documental y de prensa. A todas las personas que compartieron conmigo su experiencia, les agradezco este acto de confianza.


	* * *


	Esta investigación fue posible gracias al apoyo del Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales (CLACSO), por medio de una beca de investigación en la categoría de consolidación académica, que me fue concedida en el año 2010. A todo el equipo de CLACSO le agradezco por su respaldo y permanente retroalimentación y por confiar en esta investigación y en su coedición con el maravilloso equipo de Siglo del Hombre Editores, al que también le extiendo este agradecimiento. Muchas de las discusiones aquí planteadas pudieron surgir en el marco de la coincidencia de amistades y complicidades con Alejandro Castillejo y Sandro Jiménez, con quienes confluimos en un análisis crítico de los escenarios transicionales y generamos debates alrededor de este y otros temas. A ellos, así como a Ángel Nogueira y Juanita Sanz de Santamaría, les agradezco su voluntad para facilitar estos debates críticos. Finalmente, le doy las gracias a Mile, mi compañera de vida y mi soporte, quien inspira permanentemente mis letras y mis sueños.
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			1	Es importante notar que en 2011, durante el gobierno de Juan Manuel Santos, se aprobó una nueva Ley de Víctimas, que no es analizada en este trabajo. 


		


	


	

	1. JUSTICIA Y PAZ EN TIEMPOS DE IMPUNIDAD Y GUERRA


	 


	La Ley 975 de 2005, conocida como Ley de Justicia y Paz, proveyó un marco jurídico para los procesos de reinserción y desmovilización de los grupos paramilitares de Colombia y al mismo tiempo terminó por enmarcar la creación de escenarios transicionales y por definir sus reglas de juego. Originalmente esta ley fue propuesta por el Gobierno con el ánimo de otorgar beneficios jurídicos a los paramilitares a cambio de la dejación de armas; sin embargo, como resultado de los rechazos y las presiones de diferentes sectores sociales que pusieron en evidencia la manera como los contenidos de la ley favorecían la impunidad y la forma en que permitía que los paramilitares entraran en un proceso de reinserción sin ningún tipo de investigación por los crímenes cometidos, o sin aportar nada a la reparación de sus víctimas, sus promotores se vieron obligados a modificar su contenido y a realizar una serie de ajustes conducentes a que dicha norma fuera consecuente con las nociones de transición y paz que supuestamente encarnaba. Aunque la ley se reformó, las limitaciones a las garantías de los derechos de las víctimas siguieron estando presentes.


	En realidad, la Ley de Justicia y Paz no se formuló con el ánimo de favorecer, en sentido estricto, un escenario transicional. En primer lugar, porque dicha ley buscó llenar los vacíos de los marcos jurídicos precedentes que, de hecho, ya permitían que los excombatientes de los grupos armados ilegales ingresaran a un proceso de desmovilización y reinserción sin una investigación rigurosa de los crímenes que habían cometido y sin requerir ningún tipo de reparación que beneficiara a las víctimas. De tal modo, la Ley 975 de 2005 vino a complementar la implementación de la Ley 782 de 2002 y la aplicación del Decreto Reglamentario 128 de 2003. La ley 782 y el Decreto 128 fueron los mecanismos jurídicos mediante los cuales la mayoría de los paramilitares se desmovilizó sin ningún tipo de proceso penal. En esa medida, la Ley 975 de 2005, en realidad, termina ocupándose solamente de un grupo menor de paramilitares, en particular, sus jefes y algunas de sus cabezas visibles. De los casi 50 000 paramilitares desmovilizados, tan solo 3751 fueron postulados por el Gobierno para entrar bajo el proceso de la Ley de Justicia y Paz1 (Movice, 2009).


	En segundo lugar, porque la Ley 975, al igual que los marcos jurídicos precedentes (Ley 782 y Decreto 128), se formuló en concordancia con una política que buscaba incentivar la dejación de armas de personas y grupos armados al margen de la ley y no con el fin de establecer garantías para los derechos de las víctimas. Es decir, en realidad estas leyes estaban más en sintonía con una política destinada al debilitamiento de los grupos armados ilegales y a la desvinculación de los combatientes2 que con el establecimiento de la paz mediante la garantía de los derechos a la verdad, la justicia o la reparación.


	En tercer lugar, porque, al igual que la Ley 782 y su decreto reglamentario, la Ley 975 no contempla la participación efectiva y real de las víctimas, sino, por el contrario, sujeta las posibilidades de una verdad procesal solamente a las confesiones de los victimarios y al incentivo que supone dicha confesión (rebaja de pena). En ese sentido, la Ley 975 supedita la garantía de los derechos de las víctimas a un procedimiento judicial basado en el incentivo del victimario, anclando la verdad procesal a la versión suministrada por el imputado en la versión libre.


	El marco jurídico que se generó a partir de la formulación de la Ley de Justicia y Paz originalmente no respondía a ningún estándar internacional en materia de justicia transicional. Varias de sus modificaciones, en este sentido, fueron el resultado de la presión de los movimientos de víctimas, de las organizaciones defensoras de derechos humanos y de sectores académicos que hicieron que la ley tuviera en consideración no solo el proceso de desmovilización paramilitar y los beneficios e incentivos para los combatientes, sino también los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. Así lo explica el representante a la Cámara e integrante del Movimiento Nacional de Víctimas de Crímenes de Estado (Movice), Iván Cepeda:


	Bueno, la Ley de Justicia y Paz, más que una norma, es un proceso; un proceso que ha tenido varios momentos, que es el resultado de un pulso muy fuerte entre quienes querían un proceso sin ninguna clase de verdad ni de justicia y sectores del poder judicial, sectores de las ONG de derechos humanos y de las propias víctimas, y por eso es un resultado híbrido, no es un resultado en blanco y negro. Primero hay que recordar que el Gobierno incluso ni siquiera pretendía la existencia de una norma; el primer proyecto que fue puesto en discusión por el gobierno de Uribe fue el de referendo, que pretendía incluir una pregunta en la que los ciudadanos estarían ante la opción de otorgar medidas de impunidad que iban desde el indulto, la amnistía o simplemente la inhibición de cualquier acto judicial, hasta beneficios políticos como otorgar a los paramilitares la facultad de acceder al Congreso a cambio de la paz. La pregunta fue debidamente anulada por la Corte Constitucional, pues se declaró esa pregunta del referendo de 2002 como inconstitucional. Luego vino todo el proceso en el que el Gobierno presentó leyes que tuvieron distinto nombre, leyes de justicia…, ni siquiera justicia transicional… En esa época tenía otro nombre; no me acuerdo exactamente la denominación que le dieron, pero eran proyectos de ley que ni siquiera incluían los términos de verdad, justicia y reparación, hasta la aprobación de la Ley de Justicia y Paz en 2005, que fue el producto de una intervención muy fuerte de Naciones Unidas, de Amnistía Internacional, de otras organizaciones internacionales, de las propias organizaciones de víctimas y de derechos humanos de Colombia. Ellas de alguna manera modularon la ley que había propuesto el Gobierno, que era muy insatisfactoria. La Ley de Justicia y Paz en su versión original no creaba ninguna condición seria para que hubiera verdad; no ponía ninguna clase de requisitos para que los desmovilizados tuvieran que confesar, ni tampoco exigía reparación; simplemente se basaba en el principio de buena fe de quienes accedieran a ese mecanismo; era esa clase de invitación a que confesaran. Fue la Corte Constitucional, en su revisión, la que puso unas primeras salvaguardas y condiciones que garantizaban la verdad. Pero incluso después de la sentencia con relación a la Ley de Justicia y Paz el Gobierno puso a operar una serie de decretos que limitaban esa sentencia, y hasta el presente esto ha sido un pulso por ver cómo se aplica la ley, si se cumple o no el requisito de verdad, si se cumple o no el requisito de reparación. Vino la extradición de los principales jefes paramilitares, han venido otras sentencias o pronunciamientos que elevan el estándar de la Ley de Justicia y Paz, y la verdad es que todavía estamos en un proceso en curso. Una evaluación concluyente es todavía prematura. Lo que se ha logrado puede permitir algún tipo de verdad y de justicia, pero todo eso está todavía sometido a una serie de situaciones que escapan a cualquier predicción definitiva.


	Complemento: lo importante de todo ese proceso es que paralelamente a él surgió otro que no estaba en ningún tipo de cálculo, que es el proceso por parapolítica; el avance de los juicios por la vía ordinaria; la estimulación de la opinión pública; el surgimiento de un movimiento de víctimas —ya no solamente de organizaciones atomizadas—; la conciencia de la sociedad sobre la importancia de la verdad, la justicia y la reparación; la misma caracterización de la víctima… Todo esto se ha venido consolidando en este proceso. [Entrevista a Iván Cepeda (en adelante, I. C.) 2010].


	Con todo, pese a las modificaciones que tuvieron lugar como resultado de la Sentencia C-370 de la Corte Constitucional, la Ley 975 siguió proveyendo garantías para los victimarios por encima de los derechos de las víctimas. Así, el escenario de justicia que se buscó implementar en Colombia a partir de la Ley 975 de 2005 considera que quien tiene que hablar y testimoniar es el victimario, y no la víctima.3 Si bien el testimonio del victimario resulta fundamental en los procesos de verdad y justicia, la ley tiende a desconocer a las víctimas en este proceso. Evidentemente, si solo las víctimas hablaran y los victimarios no confesaran sus crímenes, se gestaría también un proceso de revictimización. Aunque, en realidad las víctimas han testimoniado y denunciado durante mucho tiempo los crímenes de los perpetradores. De hecho, en muchos casos con todas las pruebas en la mano. Sin embargo, para efectos del proceso de “justicia y paz” su testimonio tiende a considerarse marginal y de un menor “efecto de verdad” que el del victimario.4


	Puesto así, la verdad se estatuye a partir de la palabra del victimario, quien “desmitifica” las versiones “marginales” de la violencia para la opinión pública. Una muestra de ello se puede leer en una nota de prensa del periódico colombiano El Tiempo:


	Pruebas de coraje. De esa manera llamaban los paramilitares a los entrenamientos que les impartían a sus reclutas para que aprendieran a descuartizar personas vivas. Inicialmente, las autoridades deses­timaron las versiones de campesinos que denunciaban esta práctica y les atribuían a estos “cursos” la desaparición de personas. Pero cuando los propios combatientes empezaron a admitirlo en sus indagatorias ante la Fiscalía, el mito se convirtió en otro crudo crimen de lesa humanidad. [El Tiempo, 23 de abril de 2007; énfasis agregado].


	Las limitaciones de este pretendido escenario transicional se expresan a su vez en el hecho de que, aun cuando lo que primó en la Ley 975 fue la generación de un marco jurídico que incentivara los procesos de desmovilización paramilitar, pronto fue evidente que dicho proceso no se gestaría. La reorganización de las estructuras paramilitares a lo largo y ancho del país, la creación de nuevos grupos paraestatales, el control social ejercido por estos grupos, las amenazas contra líderes sociales y el asesinato de varias de las víctimas reflejan que la desmovilización efectiva tampoco se logró. Cinco años después de la entrada en vigencia de la Ley de Justicia y Paz, una parte significativa de las estructuras paramilitares se ha reorganizado y las víctimas no han sido reparadas. Al día de hoy, varios de los integrantes de los grupos paramilitares siguen operando en gran parte del territorio nacional;5 los grandes jefes de estos grupos fueron extraditados a Estados Unidos bajo el cargo de narcotráfico,6 por lo que sus audiencias de confesión de crímenes se vieron aplazadas; prácticamente ningún incidente jurídico de reparación se ha hecho efectivo,7 y varias de las víctimas han sido asesinadas o amenazadas de muerte.8 En un escenario como este hay que indagar si lo único que puede inferirse de él es la evidencia de su rotundo fracaso o la muestra de una exitosa administración de la guerra y del discurso acerca de lo transicional, así como de una gestión de las víctimas y de los testimonios de los victimarios.


	REINSERCIÓN SIN DESMOVILIZACIÓN: DE LAS AUC A LAS BACRIM


	Tras la firma, en 2003, del Acuerdo de Santafé de Ralito entre el Gobierno colombiano y las Autodefensas Unidas de Colombia, el balance a 2011 acerca de la desmovilización efectiva de los grupos paramilitares es altamente desolador y preocupante. Aunque el gobierno del presidente Álvaro Uribe Vélez y las fuerzas militares hayan insistido en que los grupos paramilitares se terminaron definitivamente en Colombia como resultado del proceso de paz gestado a la luz de la Ley 975 de 2005,9 la evidencia de la reorganización político-militar del paramilitarismo y su consolidación en nuevos grupos (neoparamilitares, o paramilitares de tercera generación) demuestran lo contrario. El Gobierno colombiano sostiene que estos grupos armados, que han constituido un poder político y económico y un control social en diferentes regiones del país, no deben denominarse paramilitares, sino bandas criminales emergentes (Bacrim), y que en realidad son bandas dedicadas al contrabando, al tráfico de narcóticos y a otras prácticas criminales similares, diferentes a las de los paramilitares. Así, las Bacrim serían el resultado, casi inevitable, de un proceso de desmovilización en el que algunos reductos se reorganizan en grupos que cometen acciones delictivas, pero que de ninguna manera preservan la estructura de sus antecesores.10


	La reorganización y el rearme paramilitar se constituyeron casi en el instante mismo en el que se dio el proceso de desmovilización. Así lo constataron diferentes comunidades víctimas de la violencia paramilitar que vieron cómo los “nuevos” grupos emergían a la par que los “antiguos” iban entrando en el proceso de paz. De igual manera, quedó en evidencia, tanto en los testimonios de los jefes paramilitares, que anunciaban que en caso de un incumplimiento en las negociaciones estaban listos para reorganizar sus estructuras militares, como en el hecho de que el número estimado de combatientes activos de los paramilitares fue en la mayoría de los casos mayor al de excombatientes desmovilizados o al número de armas entregadas. Estos factores permiten analizar críticamente la interpretación que aboga por que la emergencia de los nuevos grupos es el resultado común, inevitable y esperado de un proceso de paz exitoso. Ya en el año 2007 la Comisión de Verificación de la Misión de Apoyo al Proceso de Paz (MAPP) en Colombia de la Organización de Estados Americanos (OEA), en su octavo informe trimestral, decía:


	En sus labores de verificación, la MAPP/OEA ha identificado violaciones a los compromisos de desmovilización, así como de desarticulación y desmonte de la estructura militar. La Misión observa con preocupación situaciones de posibles rearmes, reductos no desmovilizados y la aparición de otros grupos armados, especialmente en la zona de influencia del desmovilizado Bloque Norte, que se encontraba bajo el mando de Jorge 40 y en algunos departamentos donde operaba el Bloque Central Bolívar (BCB). La MAPP/OEA ha identificado 22 estructuras, en las cuales se encuentra la participación de mandos medios desmovilizados o no, el reclutamiento de excombatientes de las autodefensas y el control de economías ilícitas. A pesar de los esfuerzos del Gobierno colombiano, la Misión anota, además, que la mayoría de las agrupaciones reportadas en el sexto y séptimo informes continúan operando y algunas de ellas, incluso, se encuentran en expansión. [MAPP/OEA, 2007].


	La desmovilización y el rearme no se pueden entender entonces como el rezago de un proceso de paz o como parte de un escenario de posconflicto, menos aún si se hace una lectura global del contexto. El rearme paramilitar no puede comprenderse como el exceso o el sobrante generado por un proceso de paz, si se tienen en cuenta las dinámicas políticas, sociales y económicas en las que se gesta el paramilitarismo. Desde allí es posible entender que si la estructura paramilitar no solo fue el resultado de un grupo de hombres armados organizados bajo una supuesta noción de autodefensa, sino también parte del proceso de constitución de la estrategia estatal contrainsurgente (Franco, 2009) y del apoyo deliberado de sectores económicos y políticos, el rearme paramilitar no es el corte a ese proceso o el fin de ese apoyo, sino su continuación.11 En ese sentido, Restrepo y Franco (2007: 67) señalan que


	[…] el país político y mediático posiblemente se tardará en admitir que lo que tiene lugar hoy es una dinámica de reorganización paramilitar, tanto como se demoró en reconocer la paramilitarización denunciada por organismos de derechos humanos nacionales e internacionales desde mediados de los años noventa.


	El rearme paramilitar no es el resultado de la crisis obvia y común de un proceso de paz, pues el desmonte y la ruptura de sus condiciones de producción nunca se gestaron.12 Así, lo que termina generándose es un proceso de reinserción de los paramilitares, pero sin una efectiva desmovilización.


	Sin condiciones institucionales tales como la cooperación o connivencia de las Fuerzas Armadas, las políticas de impunidad implementadas a través de la distorsión del aparato de justicia, la colaboración u omisión de los organismos de inteligencia, la complicidad o negligencia de los Gobiernos nacional y subnacionales; y sin condiciones sociales como el apoyo económico y logístico o el despliegue de dispositivos de propaganda, la magnitud de la expansión del paramilitarismo habría sido notablemente menor. En la medida en que se mantuvieron dichas condiciones, el paramilitarismo, por ejemplo, no se vio abocado a un ámbito de clandestinidad total, como las organizaciones insurgentes, sino a uno de clandestinidad relativa. [Restrepo y Franco, 2007: 71].


	Si estas condiciones no fueron consideradas en el proceso de desmovilización de los grupos paramilitares, es viable interpretar que estas siguen presentes en el sostenimiento de los “nuevos” grupos. Argüir que se trata solamente de bandas criminales implica dejar de ver, entre otras cosas, que estos grupos siguen apuntando a mantener un control social, económico y político en las zonas donde operan y que muchas de sus acciones incluyen la persecución deliberada contra las organizaciones de víctimas13 y los líderes sociales que reclaman por las tierras que les fueron arrebatadas.14 Suponen, además, desligar la responsabilidad que al Estado le cabe sobre la creación, el sostenimiento y el amparo del paramilitarismo.


	LA VICTIMIZACIÓN EN LAS NARRATIVAS DEL POSCONFLICTO


	El cambio y la continuidad de las acciones dan cuenta no de un nuevo concepto de grupo armado, sino de un cambio de estrategia. Algunas prácticas criminales, como las masacres15 y el desplazamiento, continuaron, y otras, como el asesinato selectivo y las amenazas, se incrementaron y se convirtieron en la estrategia común de estos grupos. Sostener que el descenso de algunos crímenes contra la población civil es el reflejo de un proceso transicional exitoso termina siendo una forma soterrada de encubrir o incluso justificar la existencia —y la pervivencia— de esos crímenes, de invisibilizar a sus víctimas y de ocultar a sus victimarios. Y es que en el momento en que una masacre, un desplazamiento o un asesinato cometido recientemente por grupos paramilitares se expresa con regocijo por el descenso de estos crímenes en comparación con los años anteriores, se asiste a un escenario de administración de la guerra a partir de una retórica transicional que termina por atentar contra la dignidad de las víctimas.16
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